
REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA

Bucaramanga, veinticinco (25) de agosto de dos mil veinte (2020).

ACCIÓN DE TUTELA RADICADO: 2020-00268-00

De conformidad con lo preceptuado en el Decreto 2591 de 1991, y dentro del término 
consagrado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, procede este Despacho a decidir 
sobre la acción de tutela instaurada por ANA MARÍA PEÑA ÁVILA, en contra de la 
ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A.

FUNDAMENTOS DE LA SOLICITUD

Manifiesta la accionante en su escrito de tutela que:

1. El 19 de junio de 2020, radico derecho de petición en las oficinas de la 
ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA

2. Además, refiere que por darle celeridad lo remitió al correo electrónico 
paula.garces@protección.com.co, el 23 de junio de 2020.

3. Indica que el 16 de julio de 2020, recibió del correo electrónico 
Alejandra.restrepo@protección.com.co, la siguiente comunicación:

(...)Por medio del presente correo me permito informarle que a la fecha nos 
encontramos ddndole tramite a la petición realizada por usted, sin embargo, 
debido a la contingoncia actual derivado por el COViD-19, hemos tenido 
dificultades recopilando la información solicitada, continuaremos haciendo 
las gestiones necesarias para en los próximos días entregarle la respuesta al 
derecho de petición.(...)

4. Manifiesta, que en dicha comunicación le solicitaron un tiempo, pero no le expresaron 
fecha en la cual, darían respuesta, y que dicha comunicación, se dio por fuera del 
termino contemplado'en el parágrafo del artículo 14 de la ley 1755 de 2015.

5. Concluye, señalando que a la fecha no le han dado respuesta y que conforme a la 
jurisprudencia de la corte, como extrabajadora, le asiste el derecho a que le den 
respuesta completa, congruente y oportuna a sus solicitudes.

PRETENSIONES

Solícita que se le tutele el derecho y en consecuencia se ordene a la ADMINISTRADORA 
DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A, a responder el derecho 
de petición presentado, pronunciándose respecto de todos los numerales de aquel.



r'* »
ACTUACIÓN DE INSTANCIA

Iniciado el trámite respectivo, con auto de fecha 12 de agosto de 2020, se admitió la 
presente acción de tutela en donde se vinculó en calidad de accionado a la 
ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN SA, 
corriéndose el respectivo traslado vía mail, y recibiendo respuesta de la parte accionada en 
los siguientes términos:

ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A.

Concurre a través del representante legal judicial de la Administradora de Fondos de 
Pensiones y Cesantía Protección SA, en dos oportunidades, en la primera donde solicita 
un tiempo para dar respuesta y en la segunda, donde indica que el 19 de agosto de 2020, 
se le dio respuesta a la accionada y solicita negar el presente amparo constitucional por 
carencia actual del objeto.

CONSIDERACIONES:

En reiteradas oportunidades la jurisprudencia nacional ha manifestado'que la acción de 
tutela en el sistema jurídico de nuestro Estado Social de Derecho; es uno de los 
mecanismos que contempla la Carta Política entrada en vigencia desde el año de 1991 de 
mayor raigambre, para que los asociados obtengan de manera expedita el respeto a sus 
derechos fundamentales, que el texto supra legal ha previsto a favor de todo ser humano 
habitante de nuestro territorio, cualquiera que sea su condición económica, social, sin 
consideración a su sexo, creencia moral, política, religiosa, etc., cuando del actuar de las 
autoridades públicas, o de los particulares que presten un servicio de esta misma 
naturaleza, es decir, público, resulte un claro desconocimiento de aquellos derechos.

Se convierte entonces la acción de amparo constitucional en un mecanismo residual 
previsto por la Carta Magna, a través del cual se dotó a todas las personas naturales o 
jurídicas de una herramienta idónea tendiente a prevenir o remediar de la manera más 
rápida posible violaciones a los derechos fundamentales, tal como lo prevé los artículos 1 
y 42 del Decreto 2591 del año de 1991.

PROBLEMA JURÍDICO

En la presente acción de tutela corresponde establecer si: ¿LA ADMINISTRADORA DE 
FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA PROTECCIÓN SA. vulneró el derecho 
fundamental de petición de la señora ANA MARÍA PEÑA ÁVILA, al no haber dado respuesta 
a la petición elevada de fecha 19 de junio de 2020?

Para resolver la controversia, importa memorar previamente el alcance que ha dado la 
Corte Constitucional respecto de la tutela, el derecho de petición y hecho superado

NATURALEZA DE LA ACCIÓN DE TUTELA.

La Corte Constitucional en sentencia T-340 de 2016, ha señalado al respecto:

"La acción de tutela es un mecanismo judicial, de estirpe constitucional, orientado a la 
defensa judicial de los derechos fundamentales, que puedan resultar vulnerados por la acción 
u omisión de cualquier autoridad pública, e incluso en algunos eventos de los particulares.



Su utilización es excepcional, y su interposición solo es jurídicamente viable cuando, 
examinado todo el sistema de acciones judiciales para la protección de los derechos, no se 
encuentre un medio ordinario eficaz para su protección y por tanto, no haya mecanismo 
judicial que brinde un amparo oportuno y evite una afectación grave e irreversible de las 
garantías constitucionales.

El medio de defensa debe tener la vocación para concurrir a ¡a protección oportuna y eficaz 
de los bienes jurídicos comprometidos, sobre los cuales debe verificarse una amenaza 
grave e inminente, que amerite la protección urgente del juez de tutela. En virtud de dicha 
inminencia, se previó para el trámite de la acción de tutela, un proceso sumario y preferente 
que permitiera cumplirlos objetivos formulados por el constituyente primario.

Una situación en la que no se registre la urgencia referida ha de ventilarse a través de los 
medios ordinarios de protección, sin que puedan ser desplazados por la acción de tutela, ni 
el juez natural sustituido por el constitucional."

EL DERECHO DE PETICIÓN De conformidad con el artículo 23 de la Constitución, todas 
las personas tienen derecho a presentar solicitudes respetuosas a las autoridades, por 
motivos de interés general o particular, y a obtener una respuesta pronta y de fondo a su 
solicitud. Por ser de carácter fundamental, es susceptible de protección por vía de tutela 
(artículo 86 Superior), pues resulta indispensable para la consecución de los fines 
esenciales del Estado.

De igual forma, la Honorable Corte Constitucional ha señalado que el ejercicio del derecho 
de petición garantiza a su vez la efectividad de otros derechos fundamentales. Por tal razón 
la jurisprudencia constitucional ha desarrollado ciertas reglas que deben tener en cuenta 
los jueces de tutela para efectos de procurar la protección inmediata1 y efectiva del derecho 
de petición. Dichos presupuestos han sido sintetizados de la siguiente manera:

“(i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la de los mecanismos de la 
democracia participativa, garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los 
derechos a la información, a la participación política y ala libertad de expresión; (ii) el núcleo 
esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión; (iii) 
la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con 
lo solicitado; (iv) la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser 
lo más corto posible; (v) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 
concreta siempre en una respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se aplica a 
entidades estatales, y en algunos casos a los particulares; (vii) el silencio administrativo 
negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía 
judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es distinto. Por el 
contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el 
derecho de petición; (vüi) el derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa; 
(ix) la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de 
responder, y (x) ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 
respuesta al interesado. "2

Así mismo, dicha corporación ha reiterado en varias oportunidades como características 
distintivas del derecho de petición: a) que se trate de una petición respetuosa, clara y 
comprensible; b) que se emita una respuesta de fondo, precisa, integral y acorde con lo 
que fue solicitado, lo cual no implica aceptación a lo requerido; c) que la respuesta sea 
dada de manera pronta, oportuna y sea puesta en conocimiento o notificada al peticionario.

1 Corte Constitucional. Tutela No. 149 de 19 de marzo de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
2 Corte Constitucional. Tutela No. 377 de 3 de abril de 2000. M.P. Alejandro Martínez Caballero.



LA REGULACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN A TRAVÉS DE LA 
LEY 1755 DE 2015.

La Ley 1755 del 30 de junio de 2015,¿ en su artículo 13 ha establecido que toda persona 
tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés 
general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma, así 
mismo que entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la 
intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la 
prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de 
documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos é interponer recursos.

La misma normativa en relación con los términos para resolver las peticiones formuladas 
en ejercicio del derecho de petición, dispuso lo siguiente:

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma 
legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de 
los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la 
resolución de las siguientes peticiones:
Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) 
días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se 
entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por 
consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al 
peticionario.
Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con 
las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 
recepción (...). ”

HECHO SUPERADO

En sentencia T-481 de 2010, la H. Corte Constitucional ha señalado en cuanto al hecho 
superado que la:

n2.1 Imposibilidad para tomar decisión de fondo por carencia actual de objeto.

1. Como primera medida es importante recordar que de acuerdo con el artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia, el Decreto 2591 de 1991 y la doctrina constitucional, el 
propósito de la acción de tutela, es la protección efectiva de los derechos fundamentales que 
se puedan llegar a ver vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 
pública o de un particular en los casos expresamente señalados por la ley.
2. Consecuencia de lo anterior, es que en caso de que el juez constitucional encuentre 
amenazado o vulnerado algún derecho fundamental, entre a protegerlo, y en esta medida 
ordene las actuaciones correspondientes para la salvaguarda del mismo; por lo tanto, si el 
juez encuentra que la situación que puso en riesgo los derechos fundamentales del 
accionante ha cesado o fue corregida, no existe razón alguna para un pronunciamiento de 
fondo.
3. Al respecto, la jurisprudencia de esta Corporación ha manifestado:
"La acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho constitucional 
fundamental presuntamente violado o amenazado, lo cual explica la necesidad del 
pronunciamiento del juez en sentido positivo o negativo. Ello constituye a la vez el motivo por 
el cual la persona que se considera afectada se dirige ante la autoridad judicial, de modo que 
si la situación de hecho de la cual esa persona se queja ya ha sido superada en términos 
tales que la aspiración primordial en que consiste el derecho alegado está siendo satisfecha, 
ha desaparecido la vulneración o amenaza y, en consecuencia, la posible orden que 
impartiere el juez caería en el vacío."4
4. En este orden de ideas, es claro que el objeto jurídico de la acción de tutela es la protección 
de derechos fundamentales que se hayan visto en peligro o que se hallan vulnerado, por lo

3 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”.
4 Sentencia T - 535 de 1992



tanto, en caso de que la circunstancia que dio origen a la trasgresión desaparezca, el objeto 
del que se viene hablando se desvanece y, es precisamente este fenómeno el que se conoce 
como hecho superado, el cual da como resultado una carencia actual de objeto para decidir
(-)'

En síntesis, la carencia actual del objeto por hecho superado se da cuando dentro del lapso 
transcurrido entre la interposición de la acción de tutela y la sentencia se satisface por 
completo la pretensión contenida en aquella, cualquier orden judicial encaminada en tal 
sentido se tornara innecesaria, pues no tendría ningún efecto jurídico.

CASO CONCRETO

La Señora ANA MARÍA PEÑA ÁVILA, pretende a través de la presente acción 
constitucional, el amparo de su derecho fundamental de petición, y en consecuencia:

1. Se ordene a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA 
PROTECCIÓN S.A., responder el derecho de petición presentado el 19 de junio de 
2020.

Visto lo anterior, al revisar el material probatorio allegado adjunto con el escrito contentivo 
de tutela, se observa derecho de petición elevado a la ADMINISTRADORA DE FONDOS 
DE PENSIONES Y CESANTÍA PROTECCIÓN S.A., el 19 de junio de 2020, y remitido por 
correo electrónico el 23 de junio de 2020; además, respuesta por parte de la accionada, de 
fecha 16 de julio de 2020, donde informan que continúan adelantando las gestiones 
necesarias para en los próximos días entregarle la respuesta al derecho de petición a la 
actora.

En la contestación de la accionada, el representante legal judicial de la Administradora de 
Fondos de Pensiones y Cesantía Protección S.A., manifiesta haber dado respuesta de 
fondo a la petición elevada por la señora ANA MARÍA PEÑA ÁVILA, entregando la 
información requerida y de acuerdo a los argumentos expuestos, por lo tanto solicita, negar 
el amparo constitucional, por carencia actual del objeto; además, allega como prueba la 
respuesta emitida y la respectiva notificación, como se observa a continuación:

Ruteen Jóse Caramillo Correa

Alcjnndiii rt<;5ticpo Cotrcn
martes. >8 <ie o<ioste> de 2020 0/.28 pm
i>ojaírTif*s«oclM<3U4*2 4f£>£)m£>»l rom
PaiiIa Consuelo Gafcoa .AM lt.i
RESPUESTA DERECHO DE PEIIClOít AIS»A PEÑA
Contrato Ana Perto Pgl.tit; Contrato Ano Pena Pg2.tif; Contrato Ano Porta Pg3.tif; 
Contrato Ano Perta Pg4.tif. Contrato Ana Pena Pg5.tif; Contrato Ana Pcrta PgO.tif; 
Contrato Ano Pcrta PgT.tíl. Connoto Ana Perta PgO.tif; Contrato Ana Porto Pg9.tif; 
Reglamento Interno do TroOcijo-lxH. LlguldoefOn ANA MARIA PEÑA AVILA.pdf; 
Acnmutndo de pago 2017.ixt!, A<_>imulado de pago 20T8.pdf; Acumulado de pago 
2019.pdl; Per-til del Cargo Al 1.1 Per.» pdf; Documentos Notrfrcradirtn TcrmlnacíAn do 
Contrato.pdt; Cortillcnrto Lnlmi.ii Arta Mnrin Perta .prtf; Respuesta Ano Marín Perta 
Avilo.pd!

De:
Enviado el:
Pare:
CC:
Asunto:
Datos adjuntos:

Importancia: Alta

Buenas Tardes

Adjunto envió respuesta ai dereclto de petición de Ana Mana Pcrta.

Saludos.

tXl alejandta.rtüstit-ípo<a>f>rotecc¡on.corn.co
V*. 2307500

Medellin. Colombia
tOJ tgPioteccIoosB Protección S. A

Alejandra Restrepo Correa
l=qur}H>Ue Bikh t .l.r 

Te soompsrto en peatfener 'as 'vtevonoa ~
Protección



Por lo señalado en líneas precedentes, y conforme a la solicitud elevada, así como la 
respuesta otorgada por parte de la parte accionada, se concluye que ésta última resuelve 
en esencia lo solicitado dentro del trámite de la presente acción constitucional, siendo una 
respuesta clara, precisa, congruente y puesta en conocimiento de la interesada 
notificándosele al correo señalado por la accionante dentro del presente tramite; por lo 
anterior, considera este Despacho que no existe violación al derecho de petición.

Finalmente, queda demostrado que nos encontramos frente a un hecho superado por 
carencia actual de objeto al derecho de petición presentado por la señora ANA MARÍA 
PEÑA ÁVILA,, al haberse satisfecho las pretensiones contenidas en el derecho de petición 
del 19 de junio de 2020 y conforme a los anexos allegados por la parte accionada; situación 
que tuvo lugar el día 20 de agosto de 2020; es decir, durante el trámite de la presente acción 
de tutela, y durante el cual, se concretó la respuesta, resultando por tanto innecesaria una 
orden judicial al respecto, pues la vulneración deprecada se ha superado y así se declarará.

Lo anterior, al amparo de la jurisprudencia constitucional que sobre el particular ha 
sostenido que "cuando la situación de hecho que origina la supuesta amenaza o vulneración 
del derecho desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela pierde su razón de 
ser, pues en estas condiciones no existiría una orden que impartir", dando lugar a la 
configuración del mencionado fenómeno.

En virtud de lo expuesto, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE 
BUCARAMANGA, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 
AUTORIDAD DE LA LEY,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por HECHO SUPERADO dentro de 
la presente acción de tutela instaurada por la señora ANA MARÍA PEÑA ÁVILA en contra 
de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍA PROTECCIÓN 
S.A., conforme las razones expuestas en la parte motiva de ésta providencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente providencia a las partes por el medio más expedito.

TERCERO: REMITIR a la CORTE CONSTITUCIONAL para su eventual revisión en caso 
de no ser impugnada.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ANA MARIA CANON CRU
JU'


